
SENTENCIA DEFINITIVA 

Ciudad de México, veintidós de septiembre de dos mil veintiséis.

NULIDAD DE OPERACIONES CON CARGO A TARJETA DE 
CRÉDITO DEL ACTOR, PROCEDENTE. LA FALTA DEL 
CONSENTIMIENTO SE ACREDITÓ EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
89 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, EN EL 
SENTIDO DE TENER POR CIERTAS LAS AFIRMACIONES DE LA 
PARTE ACTORA POR NO HABER SIDO EXHIBIDOS LOS 
DOCUMENTOS REQUERIDOS A LA DEMANDADA.

ACLARACIÓN PREVIA

Para evitar repeticiones innecesarias, cuando se mencione en 
esta sentencia a los siguientes conceptos, se entenderán:

Expresión Se entenderá
Actor ********* ********* *******.
Demandada y su 
apoderado

***** ********* *** ****** ******** ******** *********** 
** ***** ********* ***** ********** ******* por conducto 
de su apoderada ******* ***** ****** ****.

Cuenta CLABE ******************.
Tarjeta de crédito **** **** **** ****.
CC Código de Comercio.
CFPC Código Federal de Procedimientos Civiles.

Visto, para resolver en definitiva el juicio oral mercantil 
546/2026-I, promovido por el actor contra la demandada; y,

R E S U L T A N D O S:

PRIMERO. Demanda. El 01 de julio de 2026, el actor reclamó 
de la demandada las siguientes prestaciones:

A. La nulidad absoluta de los cargos aplicados a la tarjeta de 
crédito  **** **** **** **** relativa a la cuenta CLABE 
******************; la cancelación de estos, y de todos sus 
accesorios; siendo los cargos reclamados los siguientes:

FECHA MONTO Descripción del 
movimiento

1.
27/11/2025 ********** ******* ***** 

*********** * ** *** 
*********

2.
27/11/2025 *********** ******* ***** 

*********** * ** 
************

B. El reembolso de la cantidad que el actor pague de forma 
cautelar a la institución de crédito con motivo de los cargos 
reclamados.

C. El pago de gastos y costas.

El actor fundó sus pretensiones en los hechos y 
consideraciones de derecho que constan en el escrito de demanda.
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SEGUNDO. Admisión y contestación a la demanda. Con la 
demanda se formó el expediente 546/2026-I; y previo cumplimiento a 
la prevención formulada, se admitió la demanda, se ordenó emplazar a 
la enjuiciada, la que dio contestación por conducto de su apoderada en 
cuyo escrito opuso excepciones y defensas.

TERCERO. Audiencias de ley. Se celebraron las diligencias 
correspondientes en audiencia pública, y se ordenó el dictado de la 
presente sentencia.

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. Competencia. El suscrito Juez es constitucional y 
legalmente competente para resolver este juicio, de conformidad con lo 
previsto en los artículos 104, fracción II, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 1339 y 1390 Bis del Código de 
Comercio, y en los Acuerdos Generales 3/2013 y 28/2020, del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal, hoy Órgano de Administración 
Judicial, en razón de que las partes sometieron sus diferencias 
pecuniarias derivadas de actos de naturaleza mercantil, dentro del 
ámbito territorial de la Ciudad de México en que ejerce jurisdicción el 
suscrito.

SEGUNDO. Vía. La vía elegida por la parte actora es la 
apropiada, puesto que el litigio versa sobre la nulidad absoluta de 
operaciones bancarias, en términos de los artículos 75 fracciones XIV y 
XXV, y 1049 ambos del Código de Comercio, en relación con los 
numerales 1339, 1390 Bis y 1390 Bis 1 del ordenamiento legal en cita; 
además, porque no se trata de un juicio de tramitación especial 
establecido en el citado código mercantil ni en otras leyes, ni de cuantía 
indeterminada.

TERCERO. Legitimación. La parte actora se encuentra 
legitimada en términos de lo previsto por el artículo 1056 del Código de 
Comercio, pues comparece como titular de la tarjeta de crédito al 
amparo de la cual se realizaron las operaciones reclamadas, misma 
que está vinculada a una cuenta bancaria.  

La demandada tiene legitimación pasiva en la causa, en razón de 
que se encuentra ligada a la controversia, en virtud de que aceptó la 
existencia del contrato bancario que vincula a las partes; aunado a que 
reconoció la existencia de las operaciones objetadas por el actor.

CUARTO. Litis. Se constriñe a determinar si resultan 
procedentes las prestaciones reclamadas o si lo que procede es 
absolver a la demandada.

QUINTO. Estudio de la acción. Para fundar sus prestaciones, el 
actor señaló en sus hechos:

* Que celebró con la demandada un contrato de apertura de 
crédito, ligado a la cuenta CLABE ******************* asignándole 
el número de tarjeta de crédito **** **** **** ****.

* Que el 27 de noviembre de 2025 se enteró de las 
operaciones reclamadas mientras se encontraba en su domicilio, al 
revisar el saldo de su cuenta en su aplicación móvil.
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3

* Que el mismo día acudió a una sucursal del banco, donde 
realizó la reclamación correspondiente y se le proporcionó el número 
de aclaración **********; consecuentemente, el 7 de enero siguiente, 
se declaró improcedente.

De lo narrado y transcrito se advierte que la parte actora ejerce 
la acción de nulidad absoluta de cargos realizados a su tarjeta de 
crédito, basado en el hecho de que los actos mercantiles que amparan 
los cargos que no reconoce no fueron autorizados por él, es decir, que 
no hay consentimiento en tales actos.

Marco Jurídico. Sobre nulidad de cargos por uso de tarjetas 
bancarias, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la jurisprudencia 1a./J. 16/2019 (10a.), determinó que, cuando la 
autenticación se originó mediante el número de identificación personal 
(NIP) y el usuario niega haberlos realizado, corresponde a la institución 
bancaria acreditar que fue el propio usuario quien realizó tal operación.

Jurisprudencia 1a./J. 16/2019 (10a.), visible en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 66, Mayo de 
2019, Tomo II, página 1228, de rubro y texto siguientes: 

“NULIDAD DE PAGARÉ (VOUCHER). CARGA DE LA PRUEBA DE LAS 
OPERACIONES EFECTUADAS MEDIANTE EL USO DE TARJETA 
BANCARIA AUTORIZADAS A TRAVÉS DE LA DIGITACIÓN DEL 
NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL (NIP) EN DISPOSITIVOS 
DENOMINADOS "TERMINAL PUNTO DE VENTA". Cuando se demanda 
la nulidad de los vouchers emitidos con motivo del uso de una tarjeta 
bancaria cuya autenticación se originó mediante la digitación de un 
número de identificación personal, porque el usuario niega haberlos 
realizado, es la institución bancaria quien está obligada a ofrecer las 
pruebas pertinentes que acrediten que fue el propio usuario quien realizó 
dicha transacción. Lo anterior encuentra justificación, porque con 
independencia de que la institución bancaria demandada exprese que la 
operación reclamada se efectuó a través de medios electrónicos utilizando 
la firma electrónica del cuentahabiente mediante el tecleo de su número de 
identificación personal (NIP), lo que presuntivamente acredita la existencia 
y validez de las transacciones; sin embargo, es ésta la que tiene la 
obligación de aportar las pruebas pertinentes con las que se demuestre 
que fue el propio usuario quien realizó tales operaciones, esto es, que se 
trató del emisor de la autorización mediante la firma electrónica. Ello, en 
virtud de que las instituciones bancarias prestadoras del servicio son las 
que se encuentran en una posición dominante en la relación de consumo, 
por lo que están obligadas a garantizar la seguridad en todas las 
operaciones que se lleven a cabo con motivo de los contratos celebrados 
con sus clientes, pues son ellas las que cuentan con dispositivos y 
mecanismos que facilitan la aportación de pruebas, al ser las encargadas 
de la implementación de las medidas de seguridad a efecto de poder 
verificar no sólo los montos de las disposiciones o los cargos, sino la 
efectiva utilización de la tarjeta que cuenta con mecanismo chip y del 
número de identificación personal de los usuarios. Por tanto, si la 
institución financiera quiere gozar de la presunción legal de tener como 
emisor al que envió el mensaje de datos, deberá probar los 
procedimientos de identificación que fueron utilizados durante la 
transacción y que fueron acordados con el usuario, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 310 de las Disposiciones de carácter general 
aplicables a las Instituciones de Crédito; y que esos procedimientos 
cumplen con los requisitos previstos para la verificación de la fiabilidad de 
las firmas electrónicas, esto es, que los datos de creación del mensaje en 
el contexto en que se utilizaron, corresponden exclusivamente al emisor, 
sin que el sistema en sí mismo haya sido alterado por algún agente 
externo. Sin que sea obstáculo a lo anterior, la regla establecida en el 
artículo 1196 del Código de Comercio de que corresponde probar al que 
niega, cuando al hacerlo desconoce la presunción legal que tiene a su 
favor el colitigante; pues si bien ello podría en principio trasladar la carga 
de la prueba al usuario, pues de conformidad con el artículo 90 Bis del 
mismo ordenamiento legal, la institución financiera cuenta con la 
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presunción legal de tener como emisario al usuario y actuar en 
consecuencia cuando se haya aplicado el método de identificación 
acordado, como puede ser el uso de la tarjeta bancaria al cual se 
encuentra integrado un chip con el número de identificación asociado, que 
una vez tecleado fue verificado por la institución bancaria dando como 
resultado que en el voucher se insertara la leyenda: "NIP VERIFICADA o 
PIN VERIFIED"; sin embargo para que el Juez esté en aptitud de aplicar 
esa presunción se necesita la exhibición de mayores elementos para 
demostrar la fiabilidad del método utilizado para la generación de la firma. 
Así, una vez que la institución bancaria haya acreditado que no se vulneró 
el sistema durante la transacción y que tomó las medidas de seguridad 
necesarias; entonces la carga de la prueba se le revertirá al usuario quien 
tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por aquélla.

Lo anterior, en virtud de que, si bien las instituciones financieras 
cuentan con una presunción legal a su favor, también lo es que tienen 
una posición dominante en la relación de consumo y se encuentran 
obligadas a garantizar la seguridad en todas las operaciones que se 
lleven a cabo con motivo de los contratos celebrados con sus clientes.

Por tanto, para que opere la presunción legal a su favor tienen 
que acreditar ante el juzgador que el medio de autenticación que se 
utilizó para la aprobación de la operación controvertida es fiable y que 
además es el acordado con el usuario, para con ello determinar que la 
operación fue realizada con el consentimiento del usuario y que el 
sistema en sí mismo no fue vulnerado por algún agente externo.

En ese sentido, se concluye que es a la demandada a quien le 
corresponde demostrar que el accionante realizó las operaciones 
materia de la litis.

Las partes en el presente juicio ofrecieron y se les admitieron las 
siguientes pruebas:

PRUEBAS DE LAS PARTES

CUENTA 

DE LA PARTE ACTORA:

I. Contrato de apertura de crédito (requerido a la 
demandada).

II. Contrato de banca electrónica (requerido a la demandada)
III. Seis estados de cuenta del periodo del 15 de noviembre 

de 2025 al 14 de mayo de 2026 (requeridos a la 
demandada)

IV. Escrito de solicitud documentos de 19 de junio de 2026.
V. Constancias relativas a la aclaración número ********** 

(requerido a la demandada)
VI. Instrumental de actuaciones.
VII. La presuncional en sus aspectos legal y humano.

1. También adjuntó INE del actor, de sus autorizados e 
impresiones de las cédulas profesionales electrónicas.

En el escrito de desahogo de vista de las excepciones y 
defensas, el actor, ad cautelam, amplió cuestionario respecto de la 
pericial en informática ofrecida por la demandada.

DE LA DEMANDADA:
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5

1. Confesional a cargo del actor.
2. Copia certificada en términos del artículo 100 de la Ley de 
Instituciones de crédito del log de transacciones.
3. Copia certificada del instrumento notarial ******* (Anexo 
4).
4. Copia certificada en términos del artículo 100 de la Ley de 
Instituciones de crédito de la constancia ******* ********** 
(Anexo 5).
4. (sic) Copia certificada en términos del artículo 100 de la 
Ley de Instituciones de crédito de la constancia ******* 
(Anexo 3)
5. Prueba pericial en materia de informática y/o sistemas 
computacionales.
6. Presuncional legal y humana.
7. Instrumental de actuaciones.

Anexo 1. Inscripción del RFC de la demandada.
Anexo 2. Copia certificada de instrumento notarial. 

ACUERDOS

En relación con el requerimiento formulado a la demandada en auto 
admisorio (los documentos a que se refiere el actor en el hecho I, y en 
el apartado de pruebas identificadas con los números I, II, III y V) no 
exhibió ninguna documental.

En ese sentido, para efectos procesales, se hizo efectivo el 
apercibimiento decretado en el auto admisorio, en el sentido de 
tener presuntivamente por ciertas las afirmaciones que la parte 
actora pretendía demostrar con las constancias no exhibidas por la 
demandada, salvo prueba en contrario, a pesar de la prórroga 
concedida para tal efecto (art. 89 del CFPC, de aplicación supletoria 
al CC)

Al actor le fueron admitidas:
- Documentales identificadas como I a V y 1 del escrito inicial 

(1237 y 1238 C. C.)
- Instrumental de actuaciones (1390 bis 44 CC).
- Presuncional legal y humana (1277 CC).

A la demandada le fueron admitidas:
- Documentales identificados con los números 3, 4, 4 -sic- y 

Anexos 1 y 2 del escrito de contestación de demanda.
- Presuncional legal y humana (1277 CC).
- Instrumental de actuaciones (1390 bis 44 CC).
- Confesional a cargo de la parte actora (1390 bis 41 del CC)

Se desecha a la demandada:
- La documental consistente en el log de transacciones, 

identificada con el número 2 del escrito de contestación, toda 
vez que no lo exhibió. (1390 Bis 13 CC)

- La prueba pericial en materia de informática y/o sistemas 
computacionales, ya que aun cuando la demandada precisó los 
puntos sobre los cuales versaría la prueba, no especificó ni 
aportó el material que sería objeto de estudio por parte del perito 
a efecto de rendir su dictamen, de ahí que no existe materia 
sobre el cual peritar; aunado al hecho de que la demandada en 
su caso omitió señalar el domicilio y lugar en los que en su caso 
podían ser consultados los sistemas del banco. (1390 Bis 46 
CC)
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En la audiencia de juicio de esta misma data, se tuvo a la 
demandada por desistida de la confesional ofrecida a cargo de la parte 
actora.

ESTUDIO DE FONDO

Las anteriores probanzas se analizan para dilucidar la 
procedencia de la acción de nulidad ejercida por la parte actora.

A las mencionadas documentales, este juzgador les concede 
pleno valor probatorio, con fundamento en los artículos 1241, 1292 y 
1296 del Código de Comercio; no obstante la objeción realizada por la 
demandada al contestar la demanda, pues fue hecha en cuanto a su 
alcance y valor probatorio, no así respecto a su autenticidad. 

De igual forma, a la instrumental de actuaciones y la 
presuncional legal y humana, este juzgador les concede pleno valor 
probatorio, con fundamento en los artículos 1241, 1292, 1294, 1296 y 
1306 del Código de Comercio. 

En ese sentido, las anteriores probanzas son suficientes para 
declarar procedente la acción de nulidad hecha valer por la parte 
actora, al quedar acreditados los siguientes hechos:

a) La relación contractual existente entre las partes quedó 
demostrada con:

- La aplicación de la presunción en términos del artículo 89 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria a la materia, en el sentido de tener 
por ciertas las afirmaciones de la parte actora, por no 
haber sido exhibidas las documentales requeridas a la 
demandada en auto admisorio consistente en:

               •  Contrato de apertura de crédito.
• Contrato de banca electrónica.

b) La existencia de las operaciones controvertidas quedó 
demostrada con:

- Estado de cuenta exhibido por la parte actora del 15 de 
noviembre al 11 de diciembre de 2025 respecto de la 
tarjeta de crédito terminación ****.

c) Finalmente, la ausencia del consentimiento de la parte 
actora en los actos jurídicos impugnados, quedó 
demostrada con:

La aplicación de la presunción en términos del artículo 89 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la 
materia mercantil, en el sentido de tener por ciertas las afirmaciones de 
la parte actora por no haber sido exhibidas por la demandada la 
totalidad de las probanzas requeridas en auto admisorio, consistentes 
en:

- Contrato de apertura de crédito.
- Contrato de banca electrónica relativo a la citada cuenta
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7

- Seis estados de cuenta correspondiente a los periodos del 15 
de noviembre al 11 de diciembre de 2025; del 12 de diciembre de 2025 
al 14 de enero de 2026; del 15 de enero al 13 de febrero de 2026; del 
14 de febrero al 13 de marzo de 2026; del 14 de marzo al 14 de abril de 
2026; y del 15 de abril al 14 de mayo de 2026.

- Constancias relativas a la aclaración ***********

Cobra aplicación a la determinación adoptada, por analogía, la 
jurisprudencia I.4º.C. J/28 sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito, visible en la foja 1098, Tomo XXVII, 
junio de 2008, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, registro 169509, que señala:

“DOCUMENTO EN PODER O A DISPOSICIÓN DE LA CONTRAPARTE 
DEL OFERENTE. LA CONTUMACIA DE ÉSTA PARA APORTARLO AL 
JUICIO MERCANTIL GENERA LA LEGALIDAD DE LA DECLARACIÓN 
DE CERTEZA DE LAS AFIRMACIONES SOBRE LOS HECHOS 
CONTENIDOS EN ESE INSTRUMENTO, PRODUCIDAS POR QUIEN 
OFRECIÓ DICHO MEDIO DE PRUEBA. En los juicios mercantiles es 
apegada a derecho la determinación del juzgador, en el sentido de tener 
por ciertas las afirmaciones producidas por la parte que, para demostrar 
su dicho, ofrece el medio probatorio, cuya incorporación al juicio 
depende de la voluntad de su contraparte; pero ésta, en desacato a la 
prevención formulada al efecto, impide que la prueba llegue al proceso. 
En la emisión de este punto de vista se tiene en consideración, que en 
los procesos mercantiles hay ocasiones en que alguna de las partes no 
cuenta o no tiene a su disposición el medio de prueba, cuya aportación al 
proceso le es indispensable para acreditar la afirmación sobre un hecho 
relevante, pues se encuentra en poder o está a disposición de su 
contraparte. A este respecto, específicamente con relación a los 
documentos que deben acompañarse a la demanda, el penúltimo párrafo 
de la fracción III del artículo 1061 del Código de Comercio autoriza al 
juzgador a que, si se surte la hipótesis prevista en el propio precepto, 
aperciba con la imposición de una medida de apremio a quien tenga la 
responsabilidad de proporcionar el documento al interesado, para que 
éste se encuentre en condiciones de aportarlo al juicio. Este precepto 
regula una de las manifestaciones de los poderes con que cuenta el 
juzgador en materia probatoria, para alcanzar la finalidad que sobre el 
tema, le impone el artículo 1205 del Código de Comercio, que es la de 
arribar a la verdad sobre los hechos litigiosos. En concordancia con los 
referidos preceptos se tiene asimismo en cuenta, que el artículo 1158 del 
propio código faculta al Juez a utilizar, sin limitación de ninguna especie, 
toda clase de apercibimientos de los que permite la ley, para hacer 
cumplir las determinaciones que dicte en toda clase de medios 
preparatorios a juicio. Si esta potestad es admisible usarla en toda clase 
de medios preparatorios, con mayor razón debe ser empleada dentro de 
los juicios, en los cuales la sociedad está interesada, no sólo en su 
pronta resolución, sino en que en cada fallo se haga patente el Estado 
de derecho, a través de la emisión de una sentencia justa. Por este 
motivo, es apegado a derecho que para recabar documentos en casos 
como el previsto en el penúltimo párrafo de la fracción III del artículo 
1061 del Código de Comercio, el juzgador requiera la prueba con el 
apercibimiento de tener por ciertas, salvo prueba en contrario, las 
afirmaciones de la parte, cuyo oponente se niegue a proporcionar el 
propio medio probatorio que, estando en su poder o en condiciones de 
disponer, haya sido ofrecido por aquélla, tal y como lo dispone el artículo 
89 del Código Federal de Procedimientos Civiles. La aplicación de este 
precepto se justifica, porque el artículo 1054 del Código de Comercio 
autoriza la supletoriedad de la referida legislación procesal federal, sin 
que pueda considerarse que se esté ante la presencia de una institución 
ajena o contraria a las bases del código citado, pues los artículos 
reguladores de la prueba evidencian un sistema armónico en el que, en 
uso de los poderes conferidos por la ley, el Juez realiza los actos 
necesarios para determinar la verdad sobre los hechos debatidos, en 
acatamiento a la última parte del artículo 1205 de ese cuerpo de leyes, 
ordenamiento en el cual está prevista la institución del apercibimiento, 
por lo que solamente se recurre a la supletoriedad indicada, para obtener 
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el medio gracias al cual se logra el alto fin que en materia probatoria 
establece el código en comento. De este modo, ante la imposibilidad 
material de traer al proceso la documental ofrecida por la parte que no 
cuenta con ella, la pretendida información cierta que esa prueba pudiera 
proporcionar se colma, con la presunción de certeza de los hechos 
afirmados por el oferente, obtenida al hacerse efectivo el apercibimiento 
con que fue prevenido quien impidió la obtención de la probanza para el 
juicio. Al procederse de esta manera, el juzgador recurre a la potestad 
que le confiere la ley, como director del proceso, para hacer cumplir sus 
determinaciones, incluso contra la voluntad de los sujetos vinculados, 
además de que utiliza un medio legal para constatar la verdad de las 
afirmaciones expuestas por las partes, aunque sea indirectamente, ya 
que no debe perderse de vista que en conformidad con el principio 
ontológico en materia de prueba (lo ordinario se presume, lo 
extraordinario se prueba) lo ordinario es que quien obstaculiza la 
obtención de un medio de convicción en el juicio es porque perjudica a 
su posición, o bien, porque favorece a la de su contraparte; por eso es 
que cobra especial relevancia en el proceso la presunción juris tantum 
mencionada, pues la verdad que no pudo obtenerse con la prueba 
requerida se logra mediante el referido medio indirecto”.

En ese sentido, la obstrucción para conocer la verdad por 
causas imputables a la enjuiciada, prueba en contrario a sus intereses, 
puesto que, al no ser presentados los documentos requeridos a la 
demandada en auto admisorio; se tuvieron por ciertos los hechos que 
se quisieron demostrar con las probanzas que se dejaron de presentar 
a este juicio, con fundamento en el artículo 89 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la materia mercantil.

Máxime que, la institución bancaria demandada tiene la 
obligación de conservar por lo menos diez años la información relativa a 
sus clientes, en términos de lo dispuesto por el artículo 115 de la Ley de 
Instituciones de Crédito.

Expuesto lo anterior, la carga de demostrar si las operaciones 
controvertidas fueron realizadas por la parte actora, recae en la 
demandada, quien no aportó pruebas de las cuales se desprenda que 
el accionante autorizó las operaciones controvertidas.

Es así, pues atañe a la parte demandada la carga probatoria de 
demostrar sus afirmaciones, en el sentido de que fue la parte actora 
quien autorizó las operaciones controvertidas mediante sus medios de 
autenticación como la utilización de la tarjeta de crédito y la verificación 
del titular a través del número de identificación personal (NIP); ello, por 
las razones precisadas en los criterios jurisprudenciales emitidos en la 
materia y por ser quien tiene mayor facilidad para aportar los medios de 
prueba que de ser el caso, acrediten que los movimientos fueron 
realizados de forma legal, pues en términos de lo dispuesto por el 
artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito, el banco demandado 
tiene la obligación de conservar los documentos que generen derechos 
y obligaciones por un plazo mínimo de diez años; asimismo, porque los 
bancos están obligados a brindar seguridad a los tarjetahabientes en el 
uso de sus tarjetas y cuentas bancarias, por medio de la tecnología 
adecuada, que impida la aplicación de cargos indebidos y que ayude a 
la supresión de riesgos en la realización de las operaciones bancarias. 
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Por otra parte, toda presunción admite prueba en contrario, 
pero en el caso no fue desvirtuada por la institución bancaria 
demandada, ya que no aportó pruebas suficientes de las cuales se 
desprenda que la parte actora autorizó los cargos impugnados, entre 
ellas la pericial en informática, para demostrar que fue el actor quien 
realizó las operaciones controvertidas y que su sistema es seguro y 
fiable, lo anterior ya que si bien ofreció la citada probanza, la misma le 
fue desechada.

Con las pruebas documentales que ofreció tampoco acredita 
sus afirmaciones, pues las copias certificadas en términos del artículo 
100 de la Ley de Instituciones de crédito de la constancia  ******* 
********** y de la diversa constancia *******, solo acreditan que la 
institución financiera se encuentra certificada bajo ciertos estándares de 
seguridad de información, pero no que el actor consintió las 
operaciones reclamadas.

Asimismo, con la copia certificada del instrumento notarial 
*******, pasada ante la fe del Notario Público  *** de Ciudad de 
México solo acredita que las personas que certificaron los documentos 
que exhibió sí tienen las facultades para realizar dicha certificación en 
términos del artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito. 

De igual forma, ofreció la instrumental de actuaciones y la 
presuncional legal y humana; sin embargo, en nada favorecen a los 
intereses de la demandada, pues con ellas no se demuestra el 
consentimiento de la parte actora en la realización de los cargos 
reclamados.

En esas condiciones, este juzgador determina que no se 
acreditó que existió consentimiento de la parte accionante para realizar 
los actos impugnados; por lo que, conforme a lo expuesto, se concluye 
que se encuentran acreditados los tres elementos de la acción en 
estudio.

SEXTO. Estudio de las excepciones. Establecido lo anterior, 
previamente a determinar la procedencia o improcedencia de las 
prestaciones reclamadas, corresponde dilucidar si la demandada 
justificó las excepciones y defensas que hizo valer, conforme a lo 
dispuesto por el artículo 1194 del Código de Comercio.

En el escrito de contestación de demanda, la enjuiciada opuso 
como excepciones y defensas las siguientes:

PRIMERA. La falta de acción y derecho.
SEGUNDA. La derivada del artículo 1851 del Código Civil   

Federal de aplicación supletoria al Código de Comercio.
TERCERA. La falta de acción y derecho derivada de la 

cláusula 20ª del contrato individual de apertura de crédito en cuenta 
corriente para la expedición y el uso de tarjetas de crédito.

CUARTA. Sine actione agis.
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La excepción PRIMERA es infundada pues debe decirse que 
únicamente implica la negación del derecho de la parte actora y se 
opone a la acción que ejerce ello bajo la premisa de que las 
operaciones impugnadas se realizaron usando el número de 
identificación personal (NIP) propio de la accionante.

Sin embargo, en el caso concreto, las pruebas que ofreció la 
parte demandada –las cuales fueron valoradas y analizadas en el 
considerando que antecede– resultaron ineficaces para acreditar sus 
afirmaciones, ya que aun cuando argumentó que las operaciones 
controvertidas son responsabilidad de la accionante; tales pruebas no 
demostraron dicha aseveración; de ahí que la enjuiciada no logró 
demostrar que existió la voluntad de la parte actora para autorizar y 
efectuar las operaciones impugnadas. 

Las excepciones SEGUNDA y TERCERA resultan infundadas y 
se contestan de manera conjunta al encontrarse relacionadas, ya que 
las sustenta en que, conforme al contrato bancario celebrado entre las 
partes, el actor es quien se obligó al resguardo de sus datos 
confidenciales y al debido uso de sus medios de autenticación y del 
plástico bancario; sin embargo, dicho documento no fue allegado a 
juicio por la demandada; de ahí que no se tenga conocimiento de 
cuáles son los términos que las partes pactaron para el uso de la banca 
electrónica, así como el uso de claves y contraseñas.

Además, si bien el artículo 52 de la Ley de Instituciones de 
Crédito, dispone que las partes se encuentran en aptitud de pactar lo 
relativo a la responsabilidad por la guarda, custodia y uso de cuentas y 
tarjetas bancarias, debe decirse que ello no sujeta al promovente del 
juicio a su responsabilidad cuando aduce la falta de consentimiento en 
la realización de las operaciones litigadas, por lo que el resultado de la 
procedencia de la acción depende de las pruebas que al efecto se 
ofrecieron y exhibieron las partes en el juicio; pues en el momento de su 
desahogo es cuando se puede determinar si tales cargos fueron 
realizados o no por el titular de la cuenta, caso en el que tendría que 
responder por ellos, o bien, por una persona diversa, supuesto en el 
que es la institución quien debe responder por dichos cargos.

Si bien los usuarios tienen la obligación de hacer un uso 
adecuado de sus claves y contraseñas de sus cuentas bancarias, como 
lo refiere la demandada en las excepciones que se analizan; dicha 
circunstancia no la exime del hecho plenamente conocido de que tiene 
una mayor posibilidad de demostrar si las operaciones impugnadas 
efectivamente fueron realizadas y autorizadas por la accionante, porque 
en general, dichas instituciones son las responsables de guardar los 
registros correspondientes y del manejo de los dispositivos que verifican 
la información y datos que le proporcionan los usuarios, a fin de 
autorizar las operaciones que estos últimos realizan.

De ahí que era obligación de la demandada tener todos los 
documentos necesarios a la vista para verificar que la autorización en 
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11

las transacciones que amparan los cargos reclamados corresponde a la 
de la cuentahabiente, en atención al principio de seguridad que deben 
observar en beneficio de sus clientes. 

Es inatendible la excepción CUARTA que denomina sine actione 
agis, ya que no constituye propiamente una excepción, sino que implica 
la negación del derecho ejercitado por la accionante para demandar las 
prestaciones indicadas en la demanda, arrojándole la carga de la 
prueba a la actora para acreditar sus afirmaciones; de ahí que su 
procedencia se encuentra sujeta a que la parte accionante asuma la 
carga probatoria impuesta por la ley, al tenor del artículo 1194 del 
Código de Comercio, para acreditar los extremos de la acción 
ejercitada.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis jurisprudencial VI.2. J/203, 
sustentada por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 
Circuito, visible en la página 62, Tomo LIV, Junio de 1992, Octava 
Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que al 
rubro dice: “SINE ACTIONE AGIS.”

En esa virtud, del análisis del escrito de demanda, de lo transcrito 
y narrado, se determina que las excepciones opuestas por la 
demandada y que quedaron precisadas en párrafos precedentes, son 
infundadas e inatendibles, ya que tales excepciones no se acreditan 
con el material probatorio aportado en el presente juicio, pues dicha 
enjuiciada no demostró que los cargos cuestionados hayan sido 
realizados por la parte actora.

SÉPTIMO. Procedencia de las prestaciones. En consecuencia, al 
haberse acreditado los elementos de la acción y ser infundadas e 
inatendibles las excepciones y defensas, con apoyo en los artículos 
1794, fracción I, 2224, 2225 y 2226, todos del Código Civil Federal, 
aplicado supletoriamente a la legislación en consulta, lo procedente es:

I. Declarar la nulidad absoluta de dos operaciones bancarias 
realizadas con cargo a la tarjeta de crédito  **** **** 
**** ****  vinculada a la cuenta CLABE 
******************.

FECHA MONTO Descripción del 
movimiento

1.
27/11/2025 ********** ******* ***** 

*********** * ** *** 
*********

2.
27/11/2025 *********** ******* ***** 

*********** * ** 
************

II. Condenar a la parte demandada a que realice la 
cancelación de la cantidad de $********** pesos; así 
como los intereses, comisiones, IVA, y cualquier otro 
cargo accesorio que haya generado y siga generando la 
cantidad antes señalada.

III. Se condena a la demanda a que pague a la parte actora 
los montos que, de manera cautelar, el accionante ha 
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pagado al banco, relacionados con los cargos declarados 
nulos.

Bajo ese tenor, con fundamento en los artículos 1327, 1346 y 
1348 del Código de comercio que permite reservar para ejecución la 
cuantificación de prestaciones accesorias o continuadas y que deriven 
de la prestación principal declarada procedente, es que debe ordenarse 
que una vez que cause ejecutoria el presente fallo, en ejecución del 
mismo y por vía incidental, la parte actora deberá acreditar 
fehacientemente las cantidades que efectivamente haya pagado con 
motivo de los cargos declarados nulos, desde la fecha de su realización  
y hasta que la sentencia cause ejecutoria, a fin de que le sean 
reembolsados por la demandada, lo anterior es así ya que si bien de los 
estados de cuenta exhibidos se desprende que el actor realizó pagos a 
la tarjeta de crédito, sin embargo también se desprende que existen 
diversos cargos a los no objetados por lo que no se tiene la certeza del 
monto exacto que pago con motivo de los cargos declarados nulos. 

OCTAVO. Gastos y costas. En el caso no procede decretar 
condena en costas, al no actualizarse alguno de los supuestos 
establecidos en el artículo 1084 del Código de Comercio.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en los artículos 
1321, 1322, 1324, 1325, 1326, 1327 y 1390 bis 39, todos del Código de 
Comercio, se

R E S U E L V E:

PRIMERO. Es procedente la vía oral mercantil, donde el actor 
probó sus pretensiones y la demandada no justificó sus excepciones y 
defensas.

SEGUNDO. Se declara la nulidad absoluta de dos operaciones 
bancarias efectuadas con cargo a la tarjeta de crédito del actor, por la 
cantidad total de $********** pesos.

TERCERO. Se condena a la demandada a que realice la 
cancelación de la cantidad de $********** pesos, que corresponde a 
los cargos nulificados; así como los intereses, comisiones, IVA, y 
cualquier otro cargo accesorio que haya generado y siga generando la 
cantidad antes señalada.

CUARTO. Se condena a la demandada a reembolsar en favor 
del actor los pagos que hubiere hecho en su tarjeta de crédito  **** 
**** **** ****, para el pago de las operaciones declaradas nulas, en 
términos del considerando séptimo de esta sentencia.

QUINTO. No se condena en costas.

Esta sentencia se notificó a las partes en la audiencia de 
juicio, de conformidad con el artículo 1390 bis 22 del Código de 
Comercio. 

Así, definitivamente juzgado, lo resolvió y firma, Leobardo García 
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García, Juez Primero de Distrito en Materia de Extinción de Dominio 
con Competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicios 
Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de 
México, ante la secretaria Valeria Ruiz Ortega, que autoriza y da fe. Doy 
fe.

LGG/VRO/jarh

Elaboró: José Adrián Ramírez Hurtado
Revisó: Valeria Ruiz Ortega

En esta fecha, Valeria Ruiz Ortega, secretaria adscrita al Juzgado Primero de Distrito en Materia de 
Extinción de Dominio con Competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales 
Mercantiles en el Primer Circuito con residencia en la Ciudad de México, hace constar y certifica que en 
términos de lo previsto en los artículos 108 y 113, fracciones I y II de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, esta versión suprime toda aquella información considerada legalmente 
como confidencial, por tratarse de nombres de personas físicas, morales y secretos bancarios.

Con fundamento en el artículo 26 bis del Acuerdo General 12/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, hoy Órgano de Administración Judicial, se hace constar que la diferencia que hay entre la hora en 
que finalizó la audiencia y la hora en que fueron firmadas el acta y sentencia de manera electrónica, fue 
porque el acta fue revisada para que coincidiera con lo sucedido en la audiencia, y posteriormente, en 
cuanto el sistema lo permitió, fueron firmadas por la secretaria y después por el juez. Doy fe.

Valeria Ruiz Ortega
Secretaria
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aEl veintidos de septiembre de dos mil veintiseis, la licenciada Valeria Ruiz

Ortega, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Primero de Distrito en
Materia de Extinción de Dominio con Competencia en la República Mexicana
y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, hago
constar y certifico que en esta versión pública no existe información
clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


